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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA
Pereira, tres de agosto de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López

Ref: Exp. N° 66001-31-03-005-2009-00168-01
Acta N° 357.
Procede la Sala a resolver la impugnación que la Secretaría de Salud Departamental interpuso contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito el 18 de junio pasado, en esta acción de tutela que promovió Mary Luz Vega Ruiz en contra de Cafesalud EPS.S. y la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge y a la que se vincularon la E.S.E. Salud Pereira y la recurrente. 

ANTECEDENTES

Explicó la señora Vega Ruiz que está afiliada a Cafesalud EPS.S.; que el 20 de abril pasado acudió a la E.S.E. Salud Pereira en la que previa valoración por la doctora Martha Lucía Valencia, le fue diagnosticada hemorroides interna y moriscos, por lo que dispuso “atención y manejo especializado y me dijo que fuera a pedir rápido el turno al Hospital San Jorge de Pereira para con el especialista… frente a lo cual, al otro día (21.04.09) acudí al Hospital… a pedir la cita… y allí me dijeron que me fuera para mi casa que allá me llamaban”; que como no se comunicaron con ella regresó a dicha entidad que según le dijo no tiene internista “que siguiera esperando que a la casa me llamaban”, y que volvió el día en que instauró la acción de tutela y obtuvo idéntica respuesta. En consecuencia, solicitó ordenar “a las accionadas que… procedan a programar para la fecha más inmediata posible la valoración especializada que requiere” y “la autorización, suministro y práctica en forma integral de todos los exámenes, insumos, procedimientos y tratamientos que requiera o llegue a requerir para el tratamiento de mi patología”. 
La demanda se admitió por auto de 5 de junio pasado, en el que entre otras cosas se dispuso correrle traslado a las entidades accionadas y la vinculación de la Secretaría de Salud Departamental y la E.S.E. Salud Pereira. 
La Secretaría de Salud Departamental manifestó que en este caso la EPS.S. “a la cual se encuentre afiliada la señora MARY LUZ VEGA RUIZ esta (sic) en la obligación de suministrarle todo lo relacionado con el  TRATAMIENTO, PROCESO CLÍNICO VALORACIÓN ESPECIALISTA GASTROENTEROLOGÍA – PRESTACIÓN DE SERVICIOS MEDICOS POSTERIORES y control de la patología que padezca”, y solicitó no tutelar los “derechos reclamados por la Accionante (sic), en la presente acción frente a la Secretaría de Salud Departamental” porque no es la entidad encargada de administrar el régimen subsidiado “de conformidad con lo establecido en los numerales 44.2.1, 44.2.2, y 44.2.3, del artículo 44 de la Ley 715 de 2001” y “no es una Empresa Prestadora de Salud, E.P.S., I.P.S. O A.R.S.”.

La E.S.E. Salud Pereira dijo que “la obligación legal de realizar el examen y posible procedimiento y suministrar los medicamentos para el tratamiento de la patología que padece la accionante, está en cabeza de la Secretaría de Salud Departamental quien coordinará con el Hospital Universitario San Jorge de Pereira las diligencias necesarias con el fin de llevar a cabo el examen, procedimiento y suministrar al paciente los medicamento y demás prácticas médicas que sugiere el tratamiento de la patología que padece la señora Vega Ruiz”.

Cafesalud EPS.S. alegó que por no estar incluido el procedimiento requerido en el POS.S., corresponde a la Secretaría de Salud Departamental y no a ella, su prestación. 

Mediante sentencia dictada en la fecha referida, el a-quo ordenó a Cafesalud “que en el término de tres (03) días contados a partir de la notificación de este fallo, si aún no lo ha hecho, autorice la cita con el especialista gastroenterólogo requerido (sic) por la accionante y en el plazo de diez (10) días siguientes… concediéndole a ésta, la facultad de recobro ante la Secretaría de Salud Departamental” y la prestación de “un servicio integral que deba seguírsele” a la demandante, “de la enfermedad que padece… concediéndole igualmente la facultad del recobro ante la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda”.
En término impugnó la Secretaría de Salud para solicitar modificar “la interpretación, contenido y sustento de los ARTÍCULOS SEGUNDO Y TERCERO PARTE FINAL de la parte Resolutiva (sic) de la providencia… en lo relacionado de que la entidad EPSS CAFESALUD, deberá repetir o recobrar por los gastos en que incurra en cumplimiento de la orden judicial, para ante el Fondo de Solidaridad y Garantías(sic) en Salud FOSYGA, y NO para ante la Secretaría de Salud Departamental, como allí lo resalta”.
               CONSIDERACIONES
Según puede verse, las razones que fundan el recurso de la entidad territorial están debidamente identificadas y a ellas han de concretarse las consideraciones de esta segunda instancia, pues la concesión del amparo constitucional no fue objeto de reparo alguno; y la Sala tampoco tiene observaciones que hacer al respecto. Por tanto, para garantizar los términos de la impugnación procede analizar si fue acertado el hecho de que se autorizara a Cafesalud EPS.S. repetir ante la Secretaría de Salud Departamental por cuenta de los servicios ordenados y no incluidos en el POS.S., o si por el contrario debía serlo ante el Fondo de Solidaridad y Garantía.  
Se precisa, para comenzar, que el Acuerdo 306 de 2005 “por medio del cual se define el plan de beneficios del Régimen Subsidiado” no contempla la valoración con médico especialista por la patología que presenta la paciente Vega Ruiz, por lo que en principio la prestación del mismo, está a cargo de la Secretaría de Salud Departamental, según lo establecido en la Ley 715 de 2001, que en su artículo 43 dispone:

“COMPETENCIAS DE LOS DEPARTAMENTOS EN SALUD. Sin perjuicio de las competencias establecidas en otras disposiciones legales, corresponde a los departamentos, dirigir, coordinar y vigilar el sector salud y el Sistema General de Seguridad Social en Salud en el territorio de su jurisdicción, atendiendo las disposiciones nacionales sobre la materia. Para tal efecto, se le asignan las siguientes funciones:

(…)

“43.2.2. Financiar con los recursos propios, si lo considera pertinente, con los recursos asignados por concepto de participaciones y demás recursos cedidos, la prestación de servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda y los servicios de salud mental.”

Además, la Ley 1122 de 2007 (Por la cual se hacen algunas modificaciones al Sistema General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones)
, en su artículo 20 dispuso que:

“Las entidades territoriales contratarán con Empresas Sociales del Estado debidamente habilitadas, la atención de la población pobre no asegurada y lo no cubierto por subsidios a la demanda. Cuando la oferta de servicios no exista o sea insuficiente en el municipio o en su área de influencia, la entidad territorial, previa autorización del Ministerio de la Protección Social o por quien delegue, podrá contratar con otras Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud debidamente habilitadas.”

Aunque considera la Sala que fue acertado para este caso, en procura de la continuidad en el servicio médico de la accionante
 y no porque sea adulto mayor
, ordenar su prestación a la E.P.S.S. y autorizarla repetir en contra de la entidad territorial por valor de los procedimientos y medicamentos que garantice y suministre en virtud de la sentencia y que no se encuentren incluidos en el P.O.S.S. ante la entidad territorial, situación que tiene respaldo en el análisis que de la Ley 1122 de 2007, hizo la Corte Constitucional en la sentencia C-463 de 2008:

“En el caso de que las EPS no estudien oportunamente los requerimientos del médico tratante para los usuarios del Régimen Contributivo respecto de servicios excluidos del POS y sean obligados a su prestación mediante acción de tutela, la sanción que impone la disposición demandada a las EPS es que los costos de dicha prestación serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y el Fosyga. En el caso del Régimen Subsidiado está disposición deberá entenderse en el sentido de que los costos de la prestación ordenada vía de tutela serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y las entidades territoriales, de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Ley 715 de 2001”
 

Aunque se agrega, a favor de la recurrente, que en los términos de la ley citada y el fallo transcrito parcialmente, lo deducido es que el recobro por parte de la EPS.S. en cuanto a la valoración especializada ordenada a la demandante por la ‘hemorroides interna y moriscos’ que padece, sea restringido en un cincuenta por ciento, mismo que tiene lugar cuando ocurre como aquí, que la entidad de salud no estudió oportunamente los requerimientos del médico tratante o no los llevó a consideración del C.T.C., en lo tocante a los demás servicios médicos que sean prestados en virtud de la orden de tutela, la facultad de repetición no se restringirá en porcentaje alguno. 

DECISIÓN
A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Sala Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada en este asunto por el Juzgado Quinto Civil del Circuito el 18 de junio pasado, con excepción de su ordinal segundo que se MODIFICA en el sentido de disponer que la repetición que ante la Secretaría de Salud Departamental se realice, será exclusivamente por el cincuenta por ciento del costo de la valoración con el médico especialista que requiere Mary Luz Vega Ruiz por concepto de la ‘hemorroides interna y moriscos’ que padece.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno

� Que según su artículo 1°, tuvo por objeto: “realizar ajustes al Sistema General de Seguridad Social en Salud, teniendo como prioridad el mejoramiento en la prestación de los servicios a los usuarios. Con este fin se hacen reformas en los aspectos de dirección, universalización, financiación, equilibrio entre los actores del sistema , racionalización, y mejoramiento en la prestación  de servicios  de salud, fortalecimiento  en los programas  de salud pública  y de las funciones  de, inspección, vigilancia y control y la organización y funcionamiento de redes  para la prestación de servicios de salud” 


� T-1089 de 2007. M.P. Doctor: Rodrigo Escobar Gil.


� La demandante según fotocopia de la cédula de ciudadanía que obra a folio 7 del cuaderno de primera instancia tiene 59 años de edad y según la Ley 1276 de 5 de enero de 2009 puede decirse, por regla general, que alguien es adulto mayor a partir de los 60. 


�Cfr, Sentencia C-463 de 2008. Magistrado Ponente. Doctor: Jaime Araújo Rentería
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